PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:

LEY
Artículo 1 – El Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, los organismos descentralizados, las entidades autárquicas y cualquier otra entidad que dependa o se encontrase bajo el control administrativo del Poder Ejecutivo, las empresas y sociedades del Estado, los organismos de las seguridad social, las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, las sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones empresariales donde la Provincia tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones societarias, deberán actualizar contenidos, directorios y organigramas en sus páginas web, incluyendo datos de localización de las reparticiones, horarios de atención al público y funcionarios responsables en un plazo máximo de diez (10) días hábiles contabilizados desde el acto o hecho que produzca modificación alguna en la información, a fin de facilitar el acceso a la información y la transparencia en la gestión de gobierno.

Artículo 2 – Las empresas privadas concesionarias de servicios públicos de la Provincia de Buenos Aires y las instituciones u organizaciones de la sociedad civil que por cualquier medio estén vinculadas con servicios que brinde la Provincia de Buenos Aires, deberán actualizar sus páginas web de acuerdo con lo establecido con  el artículo nº 1 de la presente ley.
Artículo 3 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

La presente iniciativa tiene por objeto facilitar el acceso a la información y la transparencia en la gestión del gobierno, acorde a lo establecido por la Constitución de la Provincia de Buenos Aires
 y por la Ley nº 12.475 y su decreto reglamentario (Decreto n° 2549/04). Reconoce como antecedente el proyecto de ley presentado por la Diputada de la Ciudad de Buenos Aires, Diana Maffía (Expediente 880-D-09).
El pueblo tiene el derecho fundamental de ser informado sobre los asuntos que competen a la gestión de los intereses comunes. No puede concebirse la existencia de una República sin que los actos de gobierno sean públicos, es decir que los ciudadanos deben estar en posibilidad de conocerlos y controlarlos. Ello facilita la transparencia en el ejercicio de la función pública, requerimiento social sustancial que se encuentra impregnado de un fuerte contenido ético. 
Visto que la sociedad fue evolucionando económica, política, cultural y tecnológicamente, las formas de hacer conocer a la ciudadanía las acciones realizadas por sus representantes también fueron experimentando cambios. Como bien sostiene la legisladora Maffía en los fundamentos del citado proyecto de ley “La comunicación y la información pública son un recurso que habilita la participación ciudadana y mejora la respuesta a las demandas de las personas, y la tecnología de Internet está transformando totalmente los servicios de acceso y entrega de información a escala mundial. Esta revolución tecnológica tiene cada vez mayor incidencia sobre la accesibilidad y la difusión de la información ofrecida por los organismos públicos.”
Internet es una de las herramientas utilizadas por las personas que viven y/o trabajan en la Provincia de Buenos Aires y que requieren información sobre los distintos actos desarrollados por su Gobierno y organismos vinculados. “El acceso a la información y a nuevos vínculos sociales se puede traducir en un aumento de las potencialidades de realización para personas y sociedades. Ello incrementaría el denominado capital social de los pueblos, tanto en el aspecto cognitivo (conocimiento) como en el relacional, y así fortalecería las democracias. La llegada de internet ha alterado la gramática de este lenguaje de poder y puede suponer la democratización y popularización de los métodos de acceso y distribución de información”. 

No obstante que algunas páginas web otorgan información valiosa, otras adolecen de problemas de actualización, no sólo en lo que hace al directorio de dependencias y personas a cargo de las mismas, sino también en lo referido a cuestiones presupuestarias. Por citar algunos ejemplos, al momento de la presentación de estos fundamentos (20 de mayo de 2009), en la página del Ministerio de Infraestructura figura como Presidente del Consejo de Administración del Fondo Fiduciario para el Desarrollo del Plan de Infraestructura Provincial el abogado Lelio Gonzales Eliçabe, cuya renuncia fue presentada y aceptada en el mes de enero de 2008 (véase http://www.mosp.gba.gov.ar). En la página de la Contaduría General de la Provincia tampoco constan actualizadas las planillas de gasto público incidente en los municipios, cuyos montos totales se hayan consolidados al mes de junio del 2008 (véase http://www.cgp.gba.gov.ar/Presupuestaria/XlsViewer.aspx?DocName=MunicipiosData/Data/06-2008/Archivos/Resumen%20Gral.htm&DocTitle=Resumen%20General). En relación a un tema tan sensible como la ejecución presupuestaria, tampoco se actualizaron los datos pertinentes, constando información únicamente hasta diciembre de 2007 (véase http://www.cgp.gba.gov.ar/Presupuestaria/Ejecucion.aspx). Asimismo, en la sección “Programas” de la página del Ministerio de Desarrollo Social aún no se encuentra información respecto al “Sistema de Becas” ni al “Sistema de Asistencia Familiar”, apareciendo en dichas secciones un cartel que indica “En construcción” (Véase http://www.desarrollosocial.gba.gov.ar/programas/45_construccion/index.htm).
En tal sentido se observó que “En el ámbito latinoamericano, el número de páginas web gubernamentales es todavía muy bajo. En su gran mayoría, son simples páginas de información de primera generación con datos acerca de la institución, horarios de atención, estructura interna, misiones y funciones; una gran cantidad de ellas no es actualizada regularmente”. 

La presente iniciativa otorga carácter obligatorio a la actualización de los datos no solo porque su omisión constituye un grave perjuicio para el ejercicio de una ciudadanía informada y vulnera los principios de acceso a la información y de transparencia en la gestión, sino también porque dicha actividad debe ser imperativa, no pudiendo estar sujeta a una decisión discrecional de las autoridades de turno. En tal sentido, cabe resaltar que la propia Ley de Ministerios ordena, entre las funciones comunes de los Ministros Secretarios  “Facilitar el ejercicio del derecho a la información previsto en la Constitución de la Provincia” y “Asegurar la transparencia en la función pública, difundiendo la información sobre la utilización de los recursos y el estado del gasto en el ámbito de su jurisdicción” (Ley nº 13.757, art. 9, incs. 5 y 7).
Por todo lo expuesto, y destacando la importancia de garantizar el acceso a una información veraz, oportuna y actualizada, es que solicitamos a los Sres. Diputados nos acompañen en la sanción del presente proyecto de ley.
� La Constitución de la Provincia de Buenos Aires establece para “todas las personas en la provincia” el derecho “a la información y a la comunicación” (art. 12 inc. 4).


� PIANA, RICARDO SEBASTIÁN. “Gobierno Electrónico: Gobierno, tecnologías y reformas”, 1º Ed., La Plata, Universidad Nacional de la Plata, 2007, pág. 32. El autor advierte sobre la existencia de dos grandes líneas respecto a  la “Sociedad de la Información”: Visiones positivas y visiones negativas.  Lo expuesto en la cita pertenece a los argumentos comprendidos en la primera posición. 


� PIANA, RICARDO SEBASTIÁN. Ob. Cit., pág. 18.





